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González Vargas, Juez Ponente.  

  
RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

Comparece por derecho propio, el Sr. Isaac Ríos Quiñonez, 

mediante escrito intitulado Moción y Petición en el que le solicita al Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de San Juan, ser removido del Registro de 

Personas Convictas por Delitos Sexuales, Violentos y Abuso de Menores.  

Según surge del escueto escrito presentado, el compareciente se 

encuentra confinado en la Institución Correccional de Bayamón cumpliendo 

una condena por la infracción al Art. 198 del Código Penal de Puerto Rico 

de 2004, el cual tipifica el delito de agresión sexual, y por infringir otros 

artículos del mismo Código.1 No obstante, es menester especificar que, 

como indicamos, el compareciente no tuvo el objetivo de acudir ante este 

foro apelativo intermedio en primera instancia, puesto que su escrito fue 

dirigido al Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan.2  No obstante, 

aparentemente utilizó una dirección errónea, la de este Tribunal, al recibirse 

en nuestra secretaría dicho escrito le fue asignada la clasificación 

alfanumérica KLCE20180963. 

                                                 
1 33 LPRA sec. 4770. 
2 Véase copia del sobre que remitió el compareciente con su destinatario. 
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En atención a su petición y a la norma en derecho aplicable, estamos 

en posición de disponer del auto solicitado. 

I 

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que no debemos atender 

los casos en los que los confinados litigan sus causas por derecho propio 

haciendo abstracción de su realidad. Por el contrario, corresponde ser 

sensibles a la situación particular de los distintos componentes de nuestra 

sociedad.3 Al respecto, el Art. 1.002(a) de la Ley Núm. 201-2003, conocida 

como la Ley de la Judicatura, dispone en lo pertinente, que la Rama Judicial 

será “…accesible a la ciudadanía; prestará servicios de manera equitativa, 

sensible y con un enfoque humanista”.4 Como parte de su política pública, 

el precitado estatuto reconoce la responsabilidad de propiciar a toda la 

ciudadanía acceso inmediato y económico a un sistema de justicia sensible 

a la realidad de los distintos miembros de la sociedad.5 

Es preciso recordar que uno de los sectores que más difícil se les 

hace formular sus reclamos y hacer valer sus derechos ante los tribunales 

de justicia es a la población penal. Por ello, un confinado, como litigante en 

nuestro sistema de impartir justicia, somos de opinión que requiere de un 

tratamiento diferencial de aquel litigante que goza de la plenitud de sus 

derechos civiles.  

Por último, recordemos que somos una sola jurisdicción y de ser 

necesario, está disponible el mecanismo del traslado, regulado en las 

Reglas 3.1 y 3.5 de Procedimiento Civil.6 Los tribunales de Puerto Rico 

constituimos un sistema judicial unificado en lo referente a nuestra 

jurisdicción, funcionamiento y administración.7 Esto tiene como 

consecuencia que, cuando un caso se presenta en una sala sin 

                                                 
3 Exposición de Motivos de la Ley Núm. 201-2003, conocida como la Ley de la Judicatura. 
4 4 LPRA sec. 24a.   
5 4 LPRA sec. 24, et seq.; Exposición de Motivos de la Ley de la Judicatura del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico 2003 (2003 Leyes de Puerto Rico 971); Fraya v. A.C.T., 
162 DPR 182, 189 (2004). Álamo Romero v. Adm. De Corrección, 175 DPR 314, 322 
(2009); Gran Vista I v. Gutiérrez Santiago, et al., 170 DPR 174, 188 (2007). 
6 8.32 LPRA AP. III 
7 Art. V de la Constitución de Puerto Rico, 1 LPRA Sec. 2; Freire Ayala v. Vista Rent, 169 
D.P.R. 418 (2006).   
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competencia, el asunto deberá ser transferido por orden del juez al foro 

competente y no podrá ser desestimado por falta de competencia.8 

III 

Según lo expuesto, en el presente caso procede que se traslade el 

escrito del Sr. Ríos Quiñonez al Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan, que es el foro al que interesa acudir el compareciente y que, a la vez, 

es el foro competente para atender la solicitud del compareciente. Esta fue 

presentada ante este Tribunal por error, en lugar de en la Secretaría del 

TPI de San Juan, donde se cursó el escrito. Reiteramos que la facultad 

para considerar y adjudicar el asunto en controversia le corresponde al 

referido foro primario. Obviamente, una vez el TPI tome su determinación 

sobre el asunto en controversia el señor Ríos Quiñonez, de no estar 

conforme con la misma, podrá presentar el recurso correspondiente ante 

este Tribunal de Apelaciones. 

IV 

Por los fundamentos que anteceden, se ordena el traslado del 

escrito del Sr. Ríos al Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, por 

ser éste el foro con competencia para atender en el mismo. Una vez se 

proceda con el traslado, se ordena el archivo del caso ante este Tribunal. 

Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

La Juez Ortiz Flores denegaría.  

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 

                                                 
8 Polanco v. Tribunal Superior, 118 DPR 350 (1987); Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 
Procesal Civil, San Juan, Publicaciones J.T.S., 2000, Vol. I, p. 118. 


